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CERTIFICACIÓN.

El diez de septiembre de dos mil veintiséis, el suscrito 
Neftalí Alejandro García Sánchez, secretario del Juzgado 
Cuarto de Distrito en el Estado, HACE CONSTAR: el juicio de 
amparo 1244/2026-III, se encuentra integrado y apto para 
celebrar audiencia constitucional en términos del artículo 124 de 
la Ley de Amparo, al verificarse lo siguiente: 

1. Se encuentran emplazadas todas las partes.

2. Se cuenta con las constancias necesarias para el 
dictado de la sentencia.

3. No existen pruebas pendientes de admitir o desahogar.

4. Ha transcurrió el término a que refiere el artículo 117 de 
la Ley de Amparo respecto del informe justificado rendido por 
las autoridades responsables.

5. La parte quejosa no manifestó imposibilidad alguna 
para imponerse del contenido de los informes relativos a la 
suspensión de plano y de oficio.

6. No existe promoción u oficio pendiente de acordar.

7. No existe recurso interpuesto pendiente de integrar o 
remitir al tribunal colegiado que corresponda.

8. En el presente juicio de amparo no existen elementos 
para separar juicios o solicitar acumulación a distinto juzgado 
de distrito.

9. Se hace constar que no existen recursos pendientes 
por tramitar o de resolver. 

Lo que se certifica para constancia legal. 

San Luis Potosí capital, diez de septiembre de dos mil 
veintiséis. Doy fe.

Neftalí Alejandro García Sánchez
Secretario del Juzgado
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Audiencia constitucional.

Apertura.
En San Luis Potosí, San Luis Potosí, a las diez horas 

con treinta minutos del diez de septiembre de dos mil 
veintiséis, hora y día señalados en autos para que tenga 

verificativo la audiencia constitucional en el juicio de amparo 

1244/2026-III, promovido por ****** ******** ******, contra 

actos del Coordinador Estatal del IMSS Bienestar en San 
Luis Potosí y otras autoridades, encontrándose presente 

Diego Galeana Jiménez, Juez Cuarto de Distrito en el Estado 

de San Luis Potosí, asistido del secretario Neftalí Alejandro 
García Sánchez la declara abierta sin la asistencia personal de 

ninguna de las partes.

Relación de constancias.
A continuación, el secretario requiere a la oficial de partes 

del juzgado para que proporcione toda la correspondencia 

relativa a este asunto, quien manifiesta que no existe una 

promoción dirigida a este asunto.

Acto seguido, el secretario da cuenta con las constancias 

que obran en autos consistentes en lo siguiente: a) la demanda 

de amparo; b) proveído de veintitrés de julio de dos mil 

veintiséis, en el que se concedió la suspensión de plano de los 

actos reclamados; c) proveído de veintiocho de julio del año 

actual en el que se le tuvo por ratificando el escrito de 

demanda y se admitió la demanda de amparo, c) constancia de 

emplazamiento de la responsable y fiscalía de la federación 

adscrita; d) informes respecto a la suspensión de plano 

rendidos por la autoridad responsable.

Acuerdo.
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Téngase por hecha la relación que antecede para los 

efectos legales a que haya lugar y tómese en consideración al 

momento de resolver.

Periodo de pruebas.
Abierto el periodo de pruebas, el secretario da cuenta con 

las documentales ofrecidas por la parte quejosa y las 

autoridades responsables. Se hace constar que las demás 

partes no ofrecieron pruebas.

A lo que el Juez acuerda: Con fundamento en el artículo 

119 y 123 de la Ley de Amparo, se tienen por desahogadas por 

su propia y especial naturaleza las pruebas anteriormente 

precisadas y por precluído el derecho de las demás partes para 

ofrecer pruebas; por tanto, se cierra este período.

Periodo de alegatos.
Abierto el periodo de alegatos, se da cuenta con que 

ninguna de las partes realizó alegatos, asimismo, la agente del 

Ministerio Público de la Federación adscrita no formuló 

pedimento.

Acuerdo.
Con fundamento en el artículo 124 de la Ley de Amparo 

se declara precluido el derecho de las partes procesales para 

realizar alegatos; por tanto, se concluye la presente etapa.

Cierre de audiencia.
Con lo anterior, se concluye la presente audiencia y se 

declaran los autos vistos para dictar la sentencia que en 

derecho corresponda.
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SENTENCIA

V I S T O S para resolver los autos del juicio de amparo 
1244/2026-III.

PRIMERO. Demanda.
Mediante escrito recibido el veintidós de julio de dos mil 

veintiséis, en la Oficina de Correspondencia Común de los 

Juzgados de Distrito con sede en esta ciudad, turnado a este 

juzgado al día siguiente hábil,  ****** ******** ****** 

demandó el amparo y protección de la justicia federal, contra la 

autoridad y actos siguientes:

Autoridad responsable
“III. COORDINADOR ESTATAL DEL IMSS 

BIENESTAR EN SAN LUIS POTOSI (…)
DIRECTOR DEL HOSPITAL REGIONAL DE 

ALTA ESPECIALIDAD “DR. IGNACIO MORONES 
PRIETO”

DIRECTOR DEL HOSPITAL  GENERAL DE 
SOLIDAD (…)”

IV. ACTOS DE AUTORIDAD QUE SE RECLAMAN:

“a) La afectación del derecho al acceso de la salud 
que compromete gravemente su dignidad e 
integridad personal, al grado de equiparse a un 
tormento y por el peligro a la vida.
b) La omisión del otorgamiento de la atención medica 
integral oportuna, debida y urgente que en derecho 
corresponde, POR NO PROGRAMAR Y REALIZAR 
DOS SESIONES DE HEMODIALISIS INDICADAS 
POR MEDICO TRATANTE PARA ENFRENTAR SU 
PADECIMIENTO NEFROLOGICO, OTORGANDO 
EL CUADRO DE MEDICACION 
COMPLEMENTARIO”

SEGUNDO. Radicación y trámite. 
El vientres de julio de dos mil veintiséis, la demanda se 

N
E

FT
A

L
Í A

L
E

JA
N

D
R

O
 G

A
R

C
ÍA

 SÁ
N

C
H

E
Z

706a6620636a663300000000000000000001751c
11/05/29 13:00:04

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado Juicio de amparo 1244/2026-III

5





radicó bajo el número de expediente 1244/2026-III, se proveyó 

sobre la suspensión de plano y de oficio solicitada; 

posteriormente el veintiocho de julio del año actual, la parte 

quejosa ratificó su escrito de demanda, por lo que se admitió la 

demanda de amparo; se requirió a las autoridades señaladas 

como responsables su correspondiente informe justificado; se 

dio al agente del Ministerio Público de la Federación la 

intervención que corresponde; y se señaló fecha y hora para la 

celebración de la audiencia constitucional.

Finalmente, seguidos los trámites de instancia 

correspondientes se celebró la audiencia constitucional de 

conformidad con el acta que antecede.

CONSIDERANDOS

PRIMERO. Competencia. 
Este juzgado es legalmente competente para conocer y 

resolver el presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 

artículos 103, fracción I y 107, fracción VII, de la Constitución 

General de la República; 33, fracción IV, 35 y 37 de la Ley de 

Amparo; 46 y 47 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; así como los puntos Primero, Segundo, fracción IX 

y Cuarto, fracción IX, del Acuerdo General 3/2013, del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal, dado que se reclama una 

omisión de brindar atención médica por autoridades residentes 

en esta ciudad, la cual tiene efectos positivos, ya que produce 

una afectación que trasciende materialmente ante la alteración 

o agravamiento del estado de salud, por lo que posee el atributo 

de ser ejecutable materialmente.

Lo anterior, actualiza la hipótesis de competencia prevista 

en el artículo 37, párrafo primero, de la Ley de Amparo, 
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concerniente a que es juez competente quien ejerce jurisdicción 

en el lugar donde tenga ejecución el acto reclamado.

SEGUNDO. Precisión del acto reclamado. 
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 74, 

fracción I, de la Ley de Amparo1, es necesario precisar en qué 

consiste el acto reclamado, atendiendo a la integridad de la 

demanda y constancias que obran en el juicio.

Consecuentemente, se advierte que la parte quejosa 

reclama de las autoridades responsables, en esencia, la 
omisión de otorgar atención médica integral, oportuna, 
debida y urgente que requiere, particularmente de 
programar y realizar las dos sesiones de hemodiálisis que 
necesita para atender su padecimiento de  ************* 
***** *******.

TERCERO. Inexistencia del acto reclamado.
Las autoridades responsables Coordinador Estatal del 

Instituto Mexicano del Seguro Social Bienestar en San Luis 
Potosí y Director del Hospital Regional de Alta Especialidad 
“Doctor Ignacio Morones Prieto”, al rendir sus respectivos 

informes justificados negaron la existencia de los actos que se 

les atribuyen.

Análisis de omisiones.
Sin embargo, a pesar de que al rendir sus informes 

justificados negaron el actuar que se les reprochó, en el caso, el 

acto reclamado no puede considerarse como una negativa lisa 

y llana para efectos de analizar su existencia; ello, ya que se 

trata de un acto de naturaleza omisiva.

1 “Artículo 74. La sentencia debe contener: 
I. La fijación clara y precisa del acto reclamado;
[…]”
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En efecto, para analizar la certeza o inexistencia de los 

actos reclamados cuando se está ante omisiones, debe 

analizarse si para las autoridades señaladas como 

responsables existe la obligación legal que en su caso le 

imponga la carga de actuar en el sentido indicado por la parte 

quejosa, como lo ha establecido la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación.

Lo anterior, dado que de no tener el órgano gubernativo 

dentro de su cúmulo de atribuciones la de conducirse en el 

sentido que se le exige, la omisión que se le atribuye será 

jurídicamente inexistente; por lo que no se pueden tener por 

ciertos ese tipo de actos por el solo hecho de incurrir en la 

omisión por sí misma, con criterios subjetivos2.

Además, cuando los actos reclamados sean omisiones o 

hechos negativos, la parte quejosa no tiene el deber de 

acreditar su existencia, sino que corresponde a las autoridades 

responsables demostrar que no incurrieron en aquéllas3.

2 Al respecto, se cita la tesis aislada 1a. XXIV/98, de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, 
junio de 1998, página 53, materia(s): común, administrativa, de la Novena Época, con número de 
registro digital 196080, de rubro y texto siguientes: “ACTOS DE NATURALEZA OMISIVA. PARA 
ESTAR EN APTITUD DE PRECISAR SU CERTEZA O FALSEDAD, DEBE ACUDIRSE EN 
PRINCIPIO A LAS NORMAS LEGALES QUE PREVÉN LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD 
PARA DETERMINAR SI EXISTE O NO LA OBLIGACIÓN DE ACTUAR EN EL SENTIDO QUE 
INDICA EL QUEJOSO. Para que se actualice la omisión en que incurre una autoridad debe existir 
previamente la obligación correlativa, conforme lo dispongan las normas legales; por tanto, un acto 
omisivo atribuido a la autoridad, como puede ser que el presidente de la República, no haya 
sancionado un acuerdo expedido por un secretario de Estado, independientemente de las 
afirmaciones de la quejosa y las manifestaciones de la responsable, será cierto o inexistente, en 
función de las obligaciones y facultades constitucionales que ineludiblemente está constreñida a 
realizar, sea en vía de consecuencia de un acto jurídico previo que lo origine, o bien, en forma 
aislada y espontánea sin que tenga como presupuesto una condición; y no simplemente por el solo 
hecho de incurrir en la omisión por sí misma con criterios subjetivos. En estas circunstancias, para 
estar en aptitud de precisar la certeza o falsedad de un acto de naturaleza omisiva cuando se le 
imputa a determinada autoridad, debe acudirse en principio a las normas legales que prevén su 
competencia para verificar si en realidad está obligada a realizar esa conducta, es decir, antes de 
pronunciarse sobre una posible omisión es necesario identificar si existe obligación jurídica de 
actuar en la forma que la quejosa indica, porque de no ser así se llegaría a la conclusión errónea de 
que cualquier omisión reclamada fuera cierta soslayando la exigencia objetiva de que se debe obrar 
en determinado sentido, que después de todo puede servir como referencia para iniciar el análisis 
de certeza de actos”.

3 Jurisprudencia con registro electrónico 238592, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación a página 27 del Volumen 
60, Tercera Parte, que dice: “ACTO RECLAMADO NEGATIVO. LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
DEBE COMPROBAR QUE CUMPLIO LOS REQUISITOS QUE SE LE RECLAMAN. Advirtiéndose 
que los actos reclamados consisten en omisiones o hechos negativos de las autoridades 
responsables, debe entenderse que la carga de la prueba de esas omisiones o de los hechos 
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Esto es, lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha sido en el sentido de presumir la existencia de las 

omisiones o actos negativos atribuidos a las autoridades 

responsables, a menos de que éstas demuestren que no 

incurrieron en esos actos, ya sea porque sí actuaron en el 

sentido pretendido o sí realizó un acto positivo, o bien, porque 

no pudieran atribuírsele tales actos por no tener el deber legal o 

de hecho de actuar en ese sentido. 

Lo cual significa que no es la parte quejosa quien debe 

demostrar la falta de actuación de la autoridad responsable o el 

acto negativo, puesto que, por regla general, el que niega no 

está obligado a probar, a menos que su negativa implique una 

afirmación. 

Por tanto, el contenido de los criterios citados lleva a 

establecer un beneficio en favor de la parte quejosa en el 

sentido de que, al reclamar un acto omisivo o hecho negativo, 

tiene en su favor una presunción de certeza, a menos de que la 

autoridad demuestre que no incurrió en ellos, o bien, porque no 

pudiera atribuírsele tales actos por no tener el deber legal o de 

hecho de actuar en ese sentido.

Caso concreto.
Como se estableció, el acto reclamado que la parte 

quejosa atribuye a las autoridades responsables indicadas 

consiste en la omisión de otorgar atención médica integral, 
oportuna, debida y urgente que requiere, particularmente 
de programar y realizar las dos sesiones de hemodiálisis 
que necesita para atender su padecimiento de ************* 
***** *******.

negativos, no corresponde a la parte quejosa, sino que es a las responsables a las que toca 
demostrar que no incurrieron en ellos.
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Con base en ello y al marco legal que rige la actuación de 

las responsables, se estima que debe tenerse como 
inexistente la omisión que se les reclama.

Cuestión a resolver.
Para explicar lo anterior se estima que debe plantearse la 

siguiente pregunta: 

¿Las autoridades responsables Coordinador Estatal del 
Instituto Mexicano del Seguro Social Bienestar en San Luis 
Potosí y Director del Hospital Regional de Alta Especialidad 
“Doctor Ignacio Morones Prieto” se encuentran legalmente 

obligadas a proporcionar la atención médica a la parte quejosa 

consistente en realizar las acciones necesarias para que se le 

proporcione el tratamiento que requiere?

La respuesta a la interrogante planteada se considera que 

debe contestarse en sentido negativo y, por ende, que la 

omisión que se le atribuye a dichas autoridades es inexistente.

Lo anterior se estima de esa manera, en razón de que, 

como se dijo, debe partirse del hecho de que la parte quejosa 

reclama la omisión indicada derivado de que afirma que no se 

le ha proporcionado de manera oportuna el tratamiento de 

hemodiálisis que requiere conforme a sus padecimientos.

Sin embargo, se considera que no existe disposición legal 

alguna que obligue directamente a las citadas autoridades 

responsables a actuar en la forma que se indica.

Esto, porque si bien es cierto que la obligación de 

proporcionar o garantizar la salud de la parte quejosa sí recae 
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en dicha dependencia de forma general, también lo es que de 

forma particular o específica esto no es así.

Ello, porque, conforme al artículo 4, fracción III y artículo 

5, ambos del Decreto por el que se crea el Organismo Público 

Descentralizado denominado Servicios de Salud del Instituto 

Mexicano del Seguro Social para el Bienestar4, corresponde a 

dicha dependencia realizar acciones de salud pública y otorgar 

asistencia médica, servicios de salud ambulatorios y 

hospitalarios, medicamentos y otros insumos asociados a la 

población objetivo a través de sus unidades de salud y 

hospitales, sujetándose a los protocolos, guías y lineamientos 

de atención que emitan la Secretaría de Salud y, en su caso, 

del Instituto Mexicano del Seguro Social.

Por su parte, los artículos 3, 4 y 55 del Reglamento de 

Prestaciones Médicas del Instituto Mexicano del Seguro Social, 

4 Artículo 4. El IMSS-BIENESTAR tiene las siguientes atribuciones: 
III. Realizar acciones de salud pública y otorgar asistencia médica, servicios de salud ambulatorios 
y hospitalarios, medicamentos y otros insumos asociados a la población objetivo a través de sus 
unidades de salud y hospitales; 
Artículo 5. El IMSS-BIENESTAR rige su organización, funcionamiento y operación conforme a este 
decreto, a la Ley General de Salud, a la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, a la Ley Federal 
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a su Estatuto Orgánico, a sus respectivos 
reglamentos y demás normativa aplicable.
Para garantizar la calidad del Modelo de Atención a la Salud para el Bienestar, el IMSSBIENESTAR 
se sujetará a las disposiciones de las normas oficiales mexicanas aplicables, así como a los 
protocolos, guías y lineamientos de atención que emitan la Secretaría de Salud y, en su caso, del 
Instituto Mexicano del Seguro Social.
5 “Artículo 3. El Instituto proporcionará los servicios médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y 
hospitalarios a los derechohabientes que señalan los artículos 84 y 109 de la Ley, a los familiares 
adicionales a que se refiere el artículo 242 y los asegurados en los ramos de cesantía en edad 
avanzada y vejez, en los supuestos que establecen los artículos 154 y 162 del mismo 
ordenamiento. 
Artículo 4. Para otorgar las prestaciones médicas a la población derechohabiente, el Instituto 
dispondrá de un sistema de unidades médicas organizadas en tres niveles de atención: I. Primer 
Nivel de Atención. Lo constituyen las unidades de medicina familiar en donde se otorga atención 
médica integral y continua al paciente; II. Segundo Nivel de Atención. Lo constituyen los hospitales 
generales de subzona, zona o regionales en donde se atiende a los pacientes, remitidos por los 
servicios de los distintos niveles de atención, de acuerdo a la zona que les corresponda, para 
recibir atención diagnóstica, terapéutica y de rehabilitación, de conformidad a la complejidad de su 
padecimiento, y III. Tercer Nivel de Atención. Lo constituyen las Unidades Médicas de Alta 
Especialidad, que cuentan con la capacidad tecnológica y máxima resolución diagnóstica 
terapéutica. En este nivel se atiende a los pacientes que los hospitales del segundo nivel de 
atención remiten, o por excepción los que envíen las unidades del primer nivel, de conformidad con 
la complejidad del padecimiento. Para efectos del otorgamiento de los servicios, los niveles de 
atención señalados en las fracciones I y II, se integrarán en las Áreas Médicas que correspondan.
Artículo 5. Para efecto de recibir atención médica, integral y continua, el Instituto asignará a los 
derechohabientes su unidad médica de adscripción y médico familiar, acorde a la estructuración de 
los servicios establecida en el Área Médica correspondiente. El Instituto otorgará atención médica 
de urgencia al derechohabiente en cualquiera de sus unidades médicas que cuenten con este 
servicio, independientemente de su adscripción, hasta su estabilización, egreso o posibilidad de 
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corresponde a las Unidades Médicas del propio instituto el 

proporcionar los servicios médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y 

hospitalarios a los derechohabientes.

De la intelección de dichos numerales, se observa que a 

fin de proporcionar los servicios de salud prestados por el 

Instituto Mexicano del Seguro Social tratándose de personas 

afiliadas al servicio de seguridad social, la prestación gratuita de 

servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados, 

éste requerirá la participación de todas las instituciones del 

Sistema Nacional de Salud y los servicios hospitalarios se 

brindarán a través de Unidades de Medicina Familiar (primer 

nivel de atención); Hospitales Generales de Subzona, Zona y 

Regionales (segundo nivel); y Unidades Médicas de Alta 

Especialidad (tercer nivel).

Por su parte, el artículo 1396 del Reglamento Interior de 

Instituto Mexicano del Seguro Social, dispone que las 

delegaciones, hoy Órganos de Operación Administrativa 

Desconcentrada, son las directamente responsables de la 

operación de los servicios institucionales.

Sin que del contenido de dichos ordenamientos se 

advierta alguna obligación directa por parte de las autoridades 

responsables Coordinador Estatal del Instituto Mexicano del 
Seguro Social Bienestar en San Luis Potosí y Director del 
Hospital Regional de Alta Especialidad “Doctor Ignacio 
Morones Prieto” de brindar la atención médica a la quejosa.

traslado o referencia a la unidad que, por la complejidad de su padecimiento y por la zonificación de 
los servicios, le corresponda.”

6 Artículo 139. Las delegaciones del Instituto serán las directamente responsables de la operación 
de los servicios institucionales, excepto los encomendados a las Unidades Médicas de Alta 
Especialidad. Asimismo, establecerán la coordinación necesaria entre sus diferentes áreas, y 
proporcionarán a las unidades que las conforman los presupuestos y recursos necesarios para que 
éstas puedan cumplir de manera eficiente con las metas fijadas en los programas de trabajo.
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Conclusión.
Por tanto, del marco normativo expuesto, es dable 

concluir que la obligación de proporcionar la atención médica 

requerida por la parte quejosa con motivo de sus padecimientos 

no recae directamente en el Coordinador Estatal del Instituto 
Mexicano del Seguro Social Bienestar en San Luis Potosí y 
Director del Hospital Regional de Alta Especialidad “Doctor 
Ignacio Morones Prieto”, sino en el hospital en que se 

atiende.

Por tal motivo, debe considerarse inexistente la omisión 

que se atribuye a las autoridades en cita, pues con base en su 

organización interna tal obligación recae directamente en los 

hospitales correspondientes.

Decisión. 
En consecuencia, al ser inexistente la omisión que se 

atribuye al Coordinador Estatal del Instituto Mexicano del 
Seguro Social Bienestar en San Luis Potosí y Director del 
Hospital Regional de Alta Especialidad “Doctor Ignacio 
Morones Prieto”, se sobresee en el presente juicio de amparo 

con relación al acto cuya inexistencia se analizó, de acuerdo 

con lo dispuesto por el artículo 63, fracción IV7 de la Ley de 

Amparo8.

CUARTO. Certeza de los actos reclamados. 
Para efectos de esta sentencia, debe tenerse por 

cierto el acto reclamado a la autoridad responsable a la 

Dirección del Hospital General de Soledad de Graciano 
Sánchez, no obstante que lo haya negado en su informe 

7 Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando: […].
IV. De las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto 
reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia constitucional.

8 Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 284 sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de rubro: “INFORME JUSTIFICADO. NEGATIVA DE LOS ACTOS 
ATRIBUIDOS A LAS AUTORIDADES”.
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justificado, pues del mismo se advierte que a la quejosa le 

fueron prescritas sesiones de hemodiálisis correspondientes 

para atender su padecimiento de ************* ***** ********

CUARTO. Causales de improcedencia. 

Al no advertirse de oficio la actualización de diversa 

causal de improcedencia del presente juicio de amparo, lo 

procedente es emprender el estudio de las cuestiones de fondo 

planteadas en el escrito inicial de demanda.

QUINTO. Estudio del asunto. 
La parte quejosa, a través de sus conceptos de violación, 

sostiene, en esencia, que las autoridades responsables se 

encuentran vulnerando su derecho a la salud contenido en el 

artículo 4 constitucional; en razón de que han sido omisas en 

otorgarle la atención médica integral, oportuna, debida y 

urgente que requiere, particularmente de programar y realizar 

las dos sesiones de hemodiálisis que necesita para atender su 

padecimiento de ************* ***** *******.

Calificación.
Los motivos de inconformidad planteados son fundados.

Marco constitucional
El dispositivo 4 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en el aspecto que interesa, establece lo 

siguiente:

“Artículo 4o. 
[…]
Toda persona tiene derecho a la protección de la 

salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el 
acceso a los servicios de salud y establecerá la 
concurrencia de la Federación y las entidades federativas 
en materia de salubridad general, conforme a lo que 
dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta 
Constitución.
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[…]”.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha 

pronunciado en reiteradas ocasiones acerca del derecho a la 

salud tutelado por el artículo 4 constitucional, estableciendo, en 

lo que interesa lo siguiente9:

El derecho a la salud no se limita a prevenir y tratar una 

enfermedad, sino que atento a la propia naturaleza humana, va 

más allá, en tanto comprende aspectos externos e internos, 

como el buen estado mental y emocional del individuo; es decir, 

se traduce en la obtención de un determinado bienestar 
general integrado por el estado físico, mental, emocional y 
social de la persona, del que deriva un derecho 
fundamental más, consistente en el derecho a la integridad 
físico-psicológica.

Del artículo 4 constitucional, que establece que toda 

persona tiene derecho a la salud, derivan una serie de 

estándares jurídicos de gran relevancia. El Estado Mexicano ha 

suscrito convenios internacionales que muestran el consenso 

internacional en torno a la importancia de garantizar al más alto 

nivel ciertas pretensiones relacionadas con el disfrute de este 

derecho. La realización progresiva del derecho a la salud a lo 

largo de un determinado periodo no priva de contenido 

significativo a las obligaciones de los Estados, sino que les 

impone el deber concreto y constante de avanzar lo más 

expedita y eficazmente posible hacia su plena realización.

9 "DERECHO A LA SALUD. NO SE LIMITA AL ASPECTO FÍSICO, SINO QUE SE 
TRADUCE EN LA OBTENCIÓN DE UN DETERMINADO BIENESTAR GENERAL". 
(Localizable en la página 6, Tomo XXX, Diciembre de 2009, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Materia Constitucional, Novena Época, registro 165826).
"DERECHO A LA SALUD. IMPONE AL ESTADO LAS OBLIGACIONES DE 
GARANTIZAR QUE SEA EJERCIDO SIN DISCRIMINACIÓN ALGUNA Y DE ADOPTAR 
MEDIDAS PARA SU PLENA REALIZACIÓN". (Localizable en la novena Época, registro 
161333, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIV, Agosto de 
2011). 
"DERECHO A LA SALUD. SU TUTELA A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO". 
(Localizable en la página 32, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, registro 161330).
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Si bien para la justiciabilidad del derecho a la salud en el 

juicio de amparo es menester constatar que se invoque la 

violación de un derecho fundamental que incorpora 

pretensiones jurídicas subjetivas y que la invasión al derecho 

que se denuncia represente un tipo de vulneración remediable 

por dicha vía, lo cierto es que ello no permite descartar que, en 

ciertas ocasiones, dar efectividad al amparo implica adoptar 

medidas que colateral y fácticamente tengan efectos para más 

personas que las que actuaron como partes en el caso 

concreto, siempre y cuando tales efectos tengan una relación 

fáctica o funcional con los de las partes.

De acuerdo con lo anterior, el derecho a la salud previsto 

en el numeral 4 constitucional, puede entenderse como la 

obligación del Estado de establecer los mecanismos necesarios 

para que todas las personas tengan acceso a los servicios de 

salud encaminados a la obtención de un determinado bienestar 

general integrado por el estado físico, mental, emocional y 

social de la persona, del que deriva un derecho fundamental 

más, consistente en el derecho a la integridad físico-

psicológica. 

Se trata de un derecho complejo que despliega una 

amplia serie de posiciones jurídicas fundamentales para los 

particulares y para el Estado, en el entendido que la protección 

de la salud y el desarrollo de los correspondientes sistemas 

sanitarios asistenciales es una de las tareas fundamentales de 

los Estados democráticos contemporáneos y representa una de 

las claves del estado de bienestar.

Así, la salud es una meta prioritaria en sí misma y, a su 

vez, es el pilar estratégico para que existan otras prerrogativas, 

ya que las posibilidades de que sean capaces los individuos 
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para desplegarlas como tales, dependen de los logros en salud, 

en tanto un estado de bienestar general resulta indispensable 

para poder ejercer el resto de los derechos humanos que tutela 

la Constitución Federal y, en consecuencia, para poder llevar 

una vida digna.

La plena realización del derecho humano a la salud es 

uno de los requisitos fundamentales para que las personas 

puedan desarrollar otros derechos y libertades de fuente 

constitucional y convencional, por lo que la prosecución de la 

justicia social no puede ignorar el papel de la salud en la vida 

humana y en las oportunidades de las personas para alcanzar 

una vida sin enfermedades y sufrimientos que se resulten 

evitables o tratables y, sobre todo, evitar una mortalidad 

prematura.

Ahora, es importante señalar que el derecho a la salud se 

encuentra consagrado en diversos instrumentos internacionales 

suscritos por el Estado mexicano, a saber:

“Declaración Universal de Derechos Humanos
Artículo 25. Toda persona tiene derecho a un nivel de 
vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la 
salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios 
sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los 
seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, 
viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de 
subsistencia por circunstancias independientes de su 
voluntad”.

“Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales

Artículo 12. (…) 
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el 
derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel 
posible de salud física y mental.  […]  2. Entre las 
medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el 
Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este 
derecho, figurarán las necesarias para: […] a) La 
reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, 
y el sano desarrollo de los niños; […] b) El mejoramiento 
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en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del 
medio ambiente; […] c) La prevención y el tratamiento de 
las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales 
y de otra índole, y la lucha contra ellas; […] d) La 
creación de condiciones que aseguren a todos asistencia 
médica y servicios médicos en caso de enfermedad”.

De lo expuesto, se pone de manifiesto que la protección a 

la salud es un derecho humano fundamental e indispensable 

para el ejercicio de los demás derechos humanos. 

Así, como que todo ser humano tiene derecho al disfrute 

del más alto nivel posible de salud que le permita vivir 

dignamente. 

La efectividad del derecho a la salud se puede alcanzar 

mediante numerosos procedimientos complementarios, como la 

formulación de políticas en materia de salud, la aplicación de 

los programas de salud elaborados por la Organización Mundial 

de la Salud (OMS) o la adopción de instrumentos jurídicos 

concretos. Además, el derecho a la salud abarca determinados 

componentes aplicables en virtud de la ley.

De modo que el concepto del “más alto nivel posible de 

salud”, a que se hace referencia en el párrafo 1 del artículo 12 

del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, tiene en cuenta tanto las condiciones biológicas y 

socioeconómicas esenciales de la persona como los recursos 

con que cuenta el Estado. 

Existen diversos aspectos que no pueden abordarse 

únicamente desde el punto de vista de la relación entre el 

Estado y los individuos; en particular, un Estado no puede 

garantizar la buena salud ni puede brindar protección contra 

todas las causas posibles de la mala salud del ser humano.
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Así, los factores genéticos, la propensión individual a una 

afección y la adopción de estilos de vida malsanos o 

arriesgados suelen desempeñar un papel importante en lo que 

respecta a la salud de la persona. 

Por tanto, el derecho a la protección de la salud debe 
entenderse como un derecho al disfrute de toda una gama 
de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios 
para alcanzar el más alto nivel posible de salud. 

En esa tesitura, el derecho a la salud es un derecho 

inclusivo, que no sólo abarca la atención de salud oportuna o 

apropiada, sino también los principales factores determinantes 

de la salud, como el acceso a los servicios de salud que debe 

proporcionar el Estado.

Al respecto, la Observación General número 14 del 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la 

Organización de las Naciones Unidas, establece cuatro criterios 

con respecto a los cuales se puede evaluar el respeto del 

derecho a la salud:

a) Disponibilidad. Deberá haber un número suficiente de 

establecimientos, bienes y servicios públicos de salud y centros 

de atención de la salud, así como de programas.

b) Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y 

servicios de salud deben ser accesibles a todos, sin 

discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del Estado 

Parte. La accesibilidad presenta cuatro dimensiones 

presupuestas:

- No discriminación (los establecimientos, bienes y 

servicios de salud deben ser accesibles a todas las personas, 
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de hecho y de derecho, sin discriminación alguna por cualquiera 

de los motivos prohibidos).

- Accesibilidad física (los establecimientos, bienes y 

servicios de salud deberán estar al alcance geográfico de todos 

los sectores de la población, en especial los grupos vulnerables 

o marginados, como las minorías étnicas y poblaciones 

indígenas, las mujeres, los niños, los adolescentes, las 

personas mayores, las personas con discapacidad y las 

personas con VIH/SIDA, inclusive en las zonas rurales).

- Accesibilidad económica (los establecimientos, bienes 

y servicios de salud deberán estar al alcance de todos, los 

pagos por atención de la salud y servicios relacionados con los 

factores determinantes básicos de la salud deberán basarse en 

el principio de equidad, a fin de asegurar que esos servicios, 

sean públicos o privados, estén al alcance de todos).

- Acceso a la información (el acceso a la información 

comprende el derecho de solicitar, recibir y difundir información 

e ideas acerca de las cuestiones relacionadas con la salud. Con 

todo, el acceso a la información no debe menoscabar el 

derecho de que los datos personales relativos a la salud sean 

tratados con confidencialidad).

c) Aceptabilidad. Todos los establecimientos, bienes y 

servicios de salud deberán ser respetuosos de la ética médica, 

culturalmente apropiados y sensibles a los requisitos del género 

y el ciclo de vida, y deberán estar concebidos para respetar la 

confidencialidad y mejorar el estado de salud de las personas 

de que se trate. 

d) Calidad. Los establecimientos, bienes y servicios de 

salud deberán ser apropiados desde el punto de vista científico 
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y médico y ser de buena calidad, para ello se requiere entre 

otras cosas, personal médico capacitado, medicamentos y 

equipo hospitalario científicamente aprobados y en buen 

estado, agua limpia potable y condiciones sanitarias 

adecuadas.

De modo que si el Estado Mexicano suscribió convenios 

internacionales que muestran el consenso internacional en 

torno a la importancia de garantizar, al más alto nivel, ciertas 

pretensiones relacionadas con el disfrute del derecho a la salud, 

y existen documentos que las desarrollan en términos de su 

contenido y alcance, es inconcuso que se tiene la obligación de 

proteger, respetar y cumplir progresivamente el derecho a la 

salud y no admitir medidas regresivas en su perjuicio, 

absteniéndose de denegar su acceso, garantizándolo en 

igualdad de condiciones y sin condicionamiento alguno, 

debiendo reconocer en sus ordenamientos jurídicos, políticas y 

planes detallados para su ejercicio, tomando, al mismo tiempo, 

medidas que faciliten el acceso de la población a los servicios 

de salud, es decir, este ordenamiento incluye no solamente la 

obligación estatal de respetar, sino también la de proteger y 

cumplir o favorecer este derecho. 

Finalmente, es destacable que la entonces Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sustentado 

que la ejecución material de un acto reclamado no atiende 

solamente a su contenido -en el sentido de que establezca una 

orden, un mandato, el cumplimiento o la prohibición de llevar a 

cabo algo-, sino que también comprende los alcances 

materiales que tuviera o llegara a producir en el mundo fáctico o 

real.

Así, la omisión de la autoridad de brindar atención médica 

integral (practica de estudios, intervención quirúrgica y 
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otorgamiento de tratamiento adecuado) constituye un acto 

negativo con efectos positivos, pues produce una afectación 

que trasciende a la materialidad, ante la alteración o 

agravamiento de su estado de salud, por lo que posee el 

atributo de ser ejecutable materialmente.

Caso concreto
La parte quejosa reclama de la autoridad responsable la 

omisión de brindarle el tratamiento médico consistente en 
dos hemodiálisis por semana que requiere para su 
padecimiento de enfermedad  ***** *******, así como la 
omisión de otorgarle la atención médica para dicho 
padecimiento incluyendo medicamentos.

Ahora bien, de las manifestaciones realizadas por la 

persona quejosa en la demanda de amparo, constancias 

allegadas al juicio y de lo expuesto por el Encargado del 

Despacho de los Asuntos Inherentes a la Dirección del Hospital 

General de Soledad de Graciano Sánchez, al rendir sus 

informes correspondientes, se advierte lo siguiente:

1. La directa quejosa es paciente del Hospital General de 
Soledad, con número de expediente  ****** y cuenta con 

diagnóstico de ********** ***** *******, ************ ******** * 

******** ********.

2. Después de diversas valoraciones, en mayo del año en 

curso la quejosa fue referida al servicio de nefrología, donde le 

ordenaron como tratamiento la colocación de  ******* y la 

realización de dos  ******** ** ************  de manera 

semanal, a efecto de atender su padecimiento de ************* 

***** *******, tratamiento que señalaron era necesario para que 

pudiera seguir con su vida.
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3. Ante la falta de lugar en el Hospital General de Soledad 

para realizar las sesiones de hemodiálisis que requería, la parte 

quejosa recurrió a la medicina privada para llevar a cabo sus 

sesiones de hemodiálisis.

5. La quejosa refiere que posteriormente acudió al Centro 

Estatal de Hemodiálisis, donde le refirieron que tampoco 

contaban con lugar para atenderla.

6. Asimismo, indica que el Hospital General también le 

negó la entrega de los medicamentos que requiere para atender 

sus padecimientos.

7. Señala que actualmente se ve imposibilitada para 

seguir atendiéndose de manera privada, debido a que sus 

posibilidades económicas se encuentra limitadas.

8. Posteriormente, con motivo de la suspensión de plano 

decretada, la autoridad responsable informó que el veintiocho 

de julio de este año, se agendó a la quejosa una sesión de 

hemodiálisis; asimismo, que la referida paciente debería de 

presentarse en ese nosocomio en trabajo social, para realizar 

las gestiones necesarias.

 8. Luego, por auto de veintiocho de agosto de dos mil 

veintiséis, se recibió el oficio del Encargado del Despacho de 
los asuntos inherentes al Director del Hospital General de 
Soledad de Graciano Sánchez, en el que informó que a la 

quejosa se le programaron dos sesiones de hemodiálisis por 

semana, martes y viernes a las veintitrés horas, las cuales se 

realizarán en la Unidad Estatal de Hemodiálisis.

Circunstancias que deben tenerse plenamente probadas 

al no ser hechos controvertidos por las partes y por el contrario, 
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se corroboran de las documentales que la propia persona 

quejosa y las autoridades responsables acompañaron a este 

juicio constitucional.

De lo narrado, se puede apreciar que en la actualidad la 

parte quejosa requiere dos sesiones de tratamiento de 

************ por semana para mejorar su estado de salud.

Sin embargo, como se indicó, si bien la autoridad 

responsable al rendir su correspondiente informe sostuvo, en 

esencia, que la quejosa ya se encuentra recibiendo las 

sesiones de hemodiálisis que requiere, lo cierto es que ello fue 
con motivo de la medida cautelar decretada por este 
juzgado, pues la demanda fue presentada el veintidós de julio 

de dos mil veintiséis y las sesiones fueron fijadas 

posteriormente.

Conclusión.
Con base en lo expuesto, como quedó precisado en 

párrafos anteriores, las autoridades del Estado Mexicano están 

constreñidas a brindar la atención médica a los gobernados, la 

cual debe entenderse por el hecho de proporcionar el disfrute 

de toda una gama de facilidades, bienes, servicios y 

condiciones necesarias para alcanzar el más alto nivel posible 

de salud, siendo necesario brindar una atención integral en 

cada caso particular.

Entonces, entendiendo que las autoridades 

pertenecientes al Estado Mexicano deben establecer políticas y 

planes de acción destinados a que todas las personas tengan 

acceso a la atención a la salud en el plazo más breve posible, 

con el propósito de materializar y hacer efectivas las 

obligaciones contraídas por éste en el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, consistentes en 
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adoptar “las medidas apropiadas para dar plena efectividad 
al derecho universal a disfrutar del más alto nivel posible 
de salud física y mental”, la autoridad responsable tiene el 

deber de otorgar a la solicitante de amparo la atención médica 

oportuna e integral que sea acorde a su padecimiento.

Lo anterior permite concluir a este juzgador que la 

autoridad responsable no demostró que hubiese brindado 

oportunamente a la parte quejosa ****** ******** ****** la 

atención médica que requería, consistente en dos sesiones de 

************ a la semana, a efecto de lograr la plena efectividad 

del derecho humano, al nivel más alto posible, de salud.

Ello, puesto que lo que se revela del informe y 

manifestaciones realizadas por la autoridad responsable es que 

con motivo de la suspensión otorgada por este órgano de 

control constitucional, fue que le fijaron sesiones de tratamiento 

de ************.

Pero ello no es suficiente para determinar que el derecho 

humano que le fue violado y que ocasionó que promoviera este 

amparo se encuentre resarcido, en tanto debe contarse con 

prueba que acredite haberse colmado la necesidad médica de 

la quejosa.

Además, resulta importante mencionar que tal como lo 

sostuvo la entonces Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación al resolver el amparo en revisión 

227/202010, las responsables cometieron una omisión de 

naturaleza administrativa en función de su obligación de 

garantizar su derecho humano a la salud, en concreto, de tomar 

medidas para la correcta atención e intervención que requiere la 

10Cuya resolución en versión publica puede ser consultada en: 
https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/documento_dos/2020-11/AR-227-2020-
201105.pdf 
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parte quejosa, así como de la entrega del medicamento 

respectivo, cuyo retraso puede generar consecuencias graves a 

la salud individual y pública.

De igual manera, como lo determinó la referida Sala, se 

estima que las autoridades responsables también incumplieron 

con su obligación concreta y constante de avanzar de la 

manera más expedita y eficaz posible hacia la realización del 

derecho a salud de la parte quejosa —medidas de carácter 

progresivo—, pues no demostraron haber adoptado todas las 

medidas a su alcance, hasta el máximo de los recursos de los 

que disponen, para lograr otorgar la atención médica 

solicitada11.

Por lo que la restitución de ese derecho acontecerá 

cuando se constituya a favor de la parte quejosa el beneficio 

que consista en brindarle el tratamiento necesario y adecuado 

para sus padecimientos, a partir del concepto del “más alto nivel 

posible de salud”, que orilló a promover esta acción de amparo, 

tal como lo establece el artículo 4° de la Constitución Federal.

SEXTO. Efectos.
En el contexto señalado, se encuentra acreditada la 

transgresión al derecho humano a la salud previsto en los 

artículos 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 25 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos y 12 del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales y, por ende, es necesario 
conceder el amparo y protección de la justicia de la unión a 
la parte quejosa  ****** ******** ******, para que la 

autoridad responsable Director del Hospital General de 
Soledad, así como la Unidad Estatal de Hemodiálisis –en 

11 Tal como se advierte de los párrafos 232 y 235 el engrose en versión pública y 245 y 
248 del engrose oficial.
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calidad de autoridad vinculada al cumplimiento de la 
sentencia–, en el respectivo ámbito de sus atribuciones, 

realicen lo siguiente:

1. Provean de forma oportuna, permanente y constante a 

la parte quejosa, mientras lo requiera, sin interrupciones, el 

tratamiento médico que necesita para su tratamiento relativo a 

los padecimientos que cursa -************* ***** *******-. 

Esto, de conformidad con su estado de salud, así como 

sus requerimientos médicos y clínicos; proporcionándole los 

tratamientos y entregándole los medicamentos adecuados, ya 

sean originales o genéricos que conserven la biodisponibilidad y 

bioequivalencia para su efectividad.

En el entendido que de carecer de los recursos 

necesarios para su entrega, deberán de demostrar que han 

utilizado todos los recursos que están a su disposición para 

lograr dicho abastecimiento.

2. Garanticen con carácter prioritario el derecho humano a 

la salud de la parte quejosa, de tal manera que se cumpla con 

la secuencia continua de prevención, tratamiento, atención y 

apoyo en función de sus padecimientos, justificando, en todo 

momento, haber agotado todos los recursos de los que dispone 

para lograr su efectividad.

En el entendido de que el suministro del medicamento y el 

tratamiento que se requiere, así como las cuestiones inherentes 

a estos deberán ser hasta en tanto que, derivado de la 

valoración periódica a la que se encuentre sujeto conforme a su 

padecimiento, un especialista del Instituto Mexicano del Seguro 

Social, bajo su más estricta responsabilidad, disponga lo 

opuesto, esto es, que ya no persiste el estado de enfermedad.
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3. Es necesario precisar que por tratarse de una 

prestación periódica y permanente, para efectos de cumplir 
con la ejecutoria de amparo, bastará con que las 
autoridades responsables hagan posteriormente el 
pronunciamiento en el sentido de que acatarán este fallo, 
con independencia de que en lo sucesivo, deberán 
proporcionar el tratamiento a la quejosa en los términos 
expuestos, así como que quedan expeditos los derechos de 

ésta para denunciar ante este juzgador, en cualquier tiempo, la 

repetición en el que incurra la institución.

Es aplicable a la tesis 1a. XIII/2021 de la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y texto 

son: 

“DERECHO HUMANO A LA SALUD. LA 
ASISTENCIA MÉDICA Y EL TRATAMIENTO A LOS 
PACIENTES USUARIOS DE ALGUNA INSTITUCIÓN 
QUE INTEGRE EL SISTEMA NACIONAL DE SALUD, 
DEBEN GARANTIZARSE DE FORMA OPORTUNA, 
PERMANENTE Y CONSTANTE. Hechos: Una persona 
promovió juicio de amparo indirecto en contra de la 
omisión de un Hospital Regional del Instituto Mexicano 
del Seguro Social (IMSS) de entregarle oportunamente el 
medicamento que requiere para el control de la 
enfermedad que padece. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determina que las 
autoridades del Estado que se encuentren directamente 
obligadas a garantizar el derecho humano a la salud 
deben brindar asistencia médica y tratamiento a sus 
pacientes usuarios de forma oportuna, permanente y 
constante; este último, además, debe ser entregado 
tomando en cuenta su estado de salud, así como sus 
requerimientos médicos y clínicos, tomando particular 
importancia cuando se trata de padecimientos en los que 
el éxito del tratamiento dependa, principalmente, del 
óptimo cumplimiento en la toma de medicamentos, es 
decir, en aquellos casos en los que la adherencia 
deficiente al tratamiento sea determinante para la 
progresión de la enfermedad. 

Justificación: Ello, pues la lucha contra las 
enfermedades, en términos amplios, representa la 
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práctica de esfuerzos individuales y colectivos del Estado 
para facilitar la creación de condiciones que aseguren a 
las personas asistencia y servicios médicos, lo cual no se 
limita al acceso igual y oportuno a los servicios de salud 
básicos preventivos, curativos y de rehabilitación, sino 
también al tratamiento apropiado de enfermedades, 
afecciones, lesiones y discapacidades. Esto como parte 
del estándar de protección del derecho humano a la 
salud, reconocido en los artículos 4o., párrafo cuarto, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 25 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 5 de la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación Racial, 11 y 12 de la 
Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer y 24 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño.”12

Por lo expuesto y fundado y con apoyo además en los 

artículos 73 al 79, 117, 119 y 124, de la Ley de Amparo, se 

resuelve:

PRIMERO. Se SOBRESEE el juicio de amparo promovido 

por  ****** ******** ******, contra actos del Coordinador 
Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social Bienestar en 

San Luis Potosí y Director del Hospital Regional de Alta 

Especialidad “Doctor Ignacio Morones Prieto”, en términos del 

considerando tercero de esta sentencia. 

SEGUNDO. La JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA Y 
PROTEGE a  ****** ******** ******, respecto de los actos 

atribuidos al Director del Hospital General de Soledad, así 

como a la Unidad Estatal de Hemodiálisis –en calidad de 
autoridad vinculada al cumplimiento de la sentencia–, por 

los razonamientos y efectos expuestos en el considerando 

quinto de esta determinación. 

Notifíquese.

12 Registro digital 2022890.
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Así lo resolvió y firma Diego Galeana Jiménez, Juez 

Cuarto de Distrito en el Estado de San Luis Potosí, asistido de 
Neftalí Alejandro García Sánchez, secretario con quien actúa 

y da fe.

.

En esta fecha se giran los oficios 34973, 34974, 34975, 34976 y 35244. Conste.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN POR LISTA. Siendo las nueve horas del día hábil 
siguiente a la fecha en que se emite la determinación que antecede, se NOTIFICA POR LISTA a 
las PARTES, en términos de los artículos 26 fracción III y 29 de la Ley de Amparo y, conforme al 
criterio 11513 emitido por el Órgano de Evaluación del Desempeño Judicial Compilador de Criterios, 
resulta innecesario incorporar esta constancia al expediente electrónico en el rubro de 
notificaciones.

El suscrito Secretario hace constar en esta fecha, que únicamente se glosa al expediente 
físico la promoción correspondiente presentada físicamente; lo cual se certifica en cumplimiento al 
artículo 25 del Acuerdo General AG-POAJ-006/2026 del Pleno del Órgano de Administración 
Judicial, que regula la integración y trámite del expediente electrónico y el uso de videoconferencias 
en todos los asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del propio Órgano. Doy 
Fe.

El suscrito Secretario hace constar en esta fecha, que debido a las cargas de trabajo con 
las que cuenta este órgano jurisdiccional, la hora de las evidencias criptográficas que contiene la 
presente determinación no coincide con la aprobación y emisión de la misma, lo anterior, con 
fundamento en el artículo 28 del Acuerdo General AG-POAJ-006/2026 del Pleno del Órgano de 
Administración Judicial, que regula la integración y trámite del expediente electrónico y el uso de 
videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del 
propio Órganoy conforme al contenido de la jurisprudencia  2a./J. 21/2023 (11a.)14, de la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “FIRMA ELECTRÓNICA. SU 
SUSCRIPCIÓN POR PARTE DEL JUEZ Y DEL SECRETARIO EN DÍA INHÁBIL Y EN FECHA 
POSTERIOR A LA EMISIÓN DE LA SENTENCIA Y, EN SU CASO, DE LA AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL, NO SON VICIOS DE TRASCENDENCIA SUPERIOR QUE AMERITEN 
REVOCAR LA SENTENCIA RECURRIDA Y REPONER EL PROCEDIMIENTO”.

Lo anterior se certifica para los efectos legales conducentes. Doy Fe.

ACTIVIDAD NOMBRE DEL SERVIDOR PÚBLICO CARGO
Elaboró FTR Oficial Judicial “C”

13 Criterio 115 de rubro “NOTIFICACIÓN POR LISTA. ES INNECESARIO AGREGAR 
CERTIFICACIÓN DEL SELLO RELATIVO AL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO.”

14 Publicada en la  Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 25, Mayo de 2023, Tomo 
II, página 1997, Materia(s): Común, Undécima Época, Registro digital: 2026455.
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“2026, Año de Margarita Maza Parada”

OFICIOS.

34973/2026 AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO ADSCRITO AL JUZGADO 
CUARTO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ  
(MINISTERIO PÚBLICO) 

34974/2026 DIRECTOR DEL HOSPITAL REGIONAL DE ALTA 
ESPECIALIDAD "DR. IGNACIO MORONES  PRIETO"  (AUTORIDAD 
RESPONSABLE) 

34975/2026 DIRECTOR DEL HOSPITAL GENERAL DE SOLEDAD  
(AUTORIDAD RESPONSABLE) 

34976/2026 COORDINADOR ESTATAL DEL IMSS BIENESTAR EN SAN 
LUIS POTOSÍ  (AUTORIDAD RESPONSABLE) 

35244/2026 UNIDAD ESTATAL DE HEMODIÁLISIS (AUTORIDAD 
VINCULADA)

 

En los autos del juicio de amparo 1244/2026-III, promovido por ******  
********  ******, se dictó la siguiente determinación que a la letra dice:

 “SENTENCIA

V I S T O S para resolver los autos del juicio de amparo 1244/2026-III.

PRIMERO. Demanda.
Mediante escrito recibido el veintidós de julio de dos mil veintiséis, en la 

Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito con sede en esta 
ciudad, turnado a este juzgado al día siguiente hábil, ****** ******** ****** 
demandó el amparo y protección de la justicia federal, contra la autoridad y actos 
siguientes:

Autoridad responsable
“III. COORDINADOR ESTATAL DEL IMSS BIENESTAR EN 

SAN LUIS POTOSI (…)
DIRECTOR DEL HOSPITAL REGIONAL DE ALTA 

ESPECIALIDAD “DR. IGNACIO MORONES PRIETO”
DIRECTOR DEL HOSPITAL  GENERAL DE SOLIDAD (…)”

IV. ACTOS DE AUTORIDAD QUE SE RECLAMAN:
“a) La afectación del derecho al acceso de la salud que 
compromete gravemente su dignidad e integridad personal, al 
grado de equiparse a un tormento y por el peligro a la vida.
b) La omisión del otorgamiento de la atención medica integral 
oportuna, debida y urgente que en derecho corresponde, POR NO 
PROGRAMAR Y REALIZAR DOS SESIONES DE HEMODIALISIS 
INDICADAS POR MEDICO TRATANTE PARA ENFRENTAR SU 
PADECIMIENTO NEFROLOGICO, OTORGANDO EL CUADRO DE 
MEDICACION COMPLEMENTARIO”

SEGUNDO. Radicación y trámite. 
El vientres de julio de dos mil veintiséis, la demanda se radicó bajo el 

número de expediente 1244/2026-III, se proveyó sobre la suspensión de plano y 
de oficio solicitada; posteriormente el veintiocho de julio del año actual, la parte 
quejosa ratificó su escrito de demanda, por lo que se admitió la demanda de 
amparo; se requirió a las autoridades señaladas como responsables su 
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correspondiente informe justificado; se dio al agente del Ministerio Público de la 
Federación la intervención que corresponde; y se señaló fecha y hora para la 
celebración de la audiencia constitucional.

Finalmente, seguidos los trámites de instancia correspondientes se 
celebró la audiencia constitucional de conformidad con el acta que antecede.

CONSIDERANDOS

PRIMERO. Competencia. 
Este juzgado es legalmente competente para conocer y resolver el 

presente asunto, conforme a lo dispuesto por los artículos 103, fracción I y 107, 
fracción VII, de la Constitución General de la República; 33, fracción IV, 35 y 37 
de la Ley de Amparo; 46 y 47 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación; así como los puntos Primero, Segundo, fracción IX y Cuarto, fracción 
IX, del Acuerdo General 3/2013, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
dado que se reclama una omisión de brindar atención médica por autoridades 
residentes en esta ciudad, la cual tiene efectos positivos, ya que produce una 
afectación que trasciende materialmente ante la alteración o agravamiento del 
estado de salud, por lo que posee el atributo de ser ejecutable materialmente.

Lo anterior, actualiza la hipótesis de competencia prevista en el artículo 
37, párrafo primero, de la Ley de Amparo, concerniente a que es juez competente 
quien ejerce jurisdicción en el lugar donde tenga ejecución el acto reclamado.

SEGUNDO. Precisión del acto reclamado. 
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 74, fracción I, de la Ley de 

Amparo15, es necesario precisar en qué consiste el acto reclamado, atendiendo a 
la integridad de la demanda y constancias que obran en el juicio.

Consecuentemente, se advierte que la parte quejosa reclama de las 
autoridades responsables, en esencia, la omisión de otorgar atención médica 
integral, oportuna, debida y urgente que requiere, particularmente de 
programar y realizar las dos sesiones de hemodiálisis que necesita para 
atender su padecimiento de ************* ***** *******.

TERCERO. Inexistencia del acto reclamado.
Las autoridades responsables Coordinador Estatal del Instituto 

Mexicano del Seguro Social Bienestar en San Luis Potosí y Director del 
Hospital Regional de Alta Especialidad “Doctor Ignacio Morones Prieto”, al 
rendir sus respectivos informes justificados negaron la existencia de los actos 
que se les atribuyen.

Análisis de omisiones.
Sin embargo, a pesar de que al rendir sus informes justificados negaron el 

actuar que se les reprochó, en el caso, el acto reclamado no puede considerarse 
como una negativa lisa y llana para efectos de analizar su existencia; ello, ya que 
se trata de un acto de naturaleza omisiva.

En efecto, para analizar la certeza o inexistencia de los actos reclamados 
cuando se está ante omisiones, debe analizarse si para las autoridades 
señaladas como responsables existe la obligación legal que en su caso le 
imponga la carga de actuar en el sentido indicado por la parte quejosa, como lo 
ha establecido la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Lo anterior, dado que de no tener el órgano gubernativo dentro de su 
cúmulo de atribuciones la de conducirse en el sentido que se le exige, la omisión 
que se le atribuye será jurídicamente inexistente; por lo que no se pueden tener 

15 “Artículo 74. La sentencia debe contener: 
I. La fijación clara y precisa del acto reclamado;
[…]”
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por ciertos ese tipo de actos por el solo hecho de incurrir en la omisión por sí 
misma, con criterios subjetivos16.

Además, cuando los actos reclamados sean omisiones o hechos 
negativos, la parte quejosa no tiene el deber de acreditar su existencia, sino que 
corresponde a las autoridades responsables demostrar que no incurrieron en 
aquéllas17.

Esto es, lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sido 
en el sentido de presumir la existencia de las omisiones o actos negativos 
atribuidos a las autoridades responsables, a menos de que éstas demuestren 
que no incurrieron en esos actos, ya sea porque sí actuaron en el sentido 
pretendido o sí realizó un acto positivo, o bien, porque no pudieran atribuírsele 
tales actos por no tener el deber legal o de hecho de actuar en ese sentido. 

Lo cual significa que no es la parte quejosa quien debe demostrar la falta 
de actuación de la autoridad responsable o el acto negativo, puesto que, por 
regla general, el que niega no está obligado a probar, a menos que su negativa 
implique una afirmación. 

Por tanto, el contenido de los criterios citados lleva a establecer un 
beneficio en favor de la parte quejosa en el sentido de que, al reclamar un acto 
omisivo o hecho negativo, tiene en su favor una presunción de certeza, a menos 
de que la autoridad demuestre que no incurrió en ellos, o bien, porque no pudiera 
atribuírsele tales actos por no tener el deber legal o de hecho de actuar en ese 
sentido.

Caso concreto.
Como se estableció, el acto reclamado que la parte quejosa atribuye a las 

autoridades responsables indicadas consiste en la omisión de otorgar atención 
médica integral, oportuna, debida y urgente que requiere, particularmente 
de programar y realizar las dos sesiones de hemodiálisis que necesita para 
atender su padecimiento de ************* ***** *******.

16 Al respecto, se cita la tesis aislada 1a. XXIV/98, de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, 
junio de 1998, página 53, materia(s): común, administrativa, de la Novena Época, con número de 
registro digital 196080, de rubro y texto siguientes: “ACTOS DE NATURALEZA OMISIVA. PARA 
ESTAR EN APTITUD DE PRECISAR SU CERTEZA O FALSEDAD, DEBE ACUDIRSE EN 
PRINCIPIO A LAS NORMAS LEGALES QUE PREVÉN LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD 
PARA DETERMINAR SI EXISTE O NO LA OBLIGACIÓN DE ACTUAR EN EL SENTIDO QUE 
INDICA EL QUEJOSO. Para que se actualice la omisión en que incurre una autoridad debe existir 
previamente la obligación correlativa, conforme lo dispongan las normas legales; por tanto, un acto 
omisivo atribuido a la autoridad, como puede ser que el presidente de la República, no haya 
sancionado un acuerdo expedido por un secretario de Estado, independientemente de las 
afirmaciones de la quejosa y las manifestaciones de la responsable, será cierto o inexistente, en 
función de las obligaciones y facultades constitucionales que ineludiblemente está constreñida a 
realizar, sea en vía de consecuencia de un acto jurídico previo que lo origine, o bien, en forma 
aislada y espontánea sin que tenga como presupuesto una condición; y no simplemente por el solo 
hecho de incurrir en la omisión por sí misma con criterios subjetivos. En estas circunstancias, para 
estar en aptitud de precisar la certeza o falsedad de un acto de naturaleza omisiva cuando se le 
imputa a determinada autoridad, debe acudirse en principio a las normas legales que prevén su 
competencia para verificar si en realidad está obligada a realizar esa conducta, es decir, antes de 
pronunciarse sobre una posible omisión es necesario identificar si existe obligación jurídica de 
actuar en la forma que la quejosa indica, porque de no ser así se llegaría a la conclusión errónea de 
que cualquier omisión reclamada fuera cierta soslayando la exigencia objetiva de que se debe obrar 
en determinado sentido, que después de todo puede servir como referencia para iniciar el análisis 
de certeza de actos”.

17 Jurisprudencia con registro electrónico 238592, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación a página 27 del Volumen 
60, Tercera Parte, que dice: “ACTO RECLAMADO NEGATIVO. LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
DEBE COMPROBAR QUE CUMPLIO LOS REQUISITOS QUE SE LE RECLAMAN. Advirtiéndose 
que los actos reclamados consisten en omisiones o hechos negativos de las autoridades 
responsables, debe entenderse que la carga de la prueba de esas omisiones o de los hechos 
negativos, no corresponde a la parte quejosa, sino que es a las responsables a las que toca 
demostrar que no incurrieron en ellos.
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Con base en ello y al marco legal que rige la actuación de las 
responsables, se estima que debe tenerse como inexistente la omisión que se 
les reclama.

Cuestión a resolver.
Para explicar lo anterior se estima que debe plantearse la siguiente 

pregunta: 

¿Las autoridades responsables Coordinador Estatal del Instituto 
Mexicano del Seguro Social Bienestar en San Luis Potosí y Director del 
Hospital Regional de Alta Especialidad “Doctor Ignacio Morones Prieto” se 
encuentran legalmente obligadas a proporcionar la atención médica a la parte 
quejosa consistente en realizar las acciones necesarias para que se le 
proporcione el tratamiento que requiere?

La respuesta a la interrogante planteada se considera que debe 
contestarse en sentido negativo y, por ende, que la omisión que se le atribuye a 
dichas autoridades es inexistente.

Lo anterior se estima de esa manera, en razón de que, como se dijo, debe 
partirse del hecho de que la parte quejosa reclama la omisión indicada derivado 
de que afirma que no se le ha proporcionado de manera oportuna el tratamiento 
de hemodiálisis que requiere conforme a sus padecimientos.

Sin embargo, se considera que no existe disposición legal alguna que 
obligue directamente a las citadas autoridades responsables a actuar en la 
forma que se indica.

Esto, porque si bien es cierto que la obligación de proporcionar o 
garantizar la salud de la parte quejosa sí recae en dicha dependencia de forma 
general, también lo es que de forma particular o específica esto no es así.

Ello, porque, conforme al artículo 4, fracción III y artículo 5, ambos del 
Decreto por el que se crea el Organismo Público Descentralizado denominado 
Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar18, 
corresponde a dicha dependencia realizar acciones de salud pública y otorgar 
asistencia médica, servicios de salud ambulatorios y hospitalarios, medicamentos 
y otros insumos asociados a la población objetivo a través de sus unidades de 
salud y hospitales, sujetándose a los protocolos, guías y lineamientos de atención 
que emitan la Secretaría de Salud y, en su caso, del Instituto Mexicano del 
Seguro Social.

Por su parte, los artículos 3, 4 y 519 del Reglamento de Prestaciones 
Médicas del Instituto Mexicano del Seguro Social, corresponde a las Unidades 

18 Artículo 4. El IMSS-BIENESTAR tiene las siguientes atribuciones: 
III. Realizar acciones de salud pública y otorgar asistencia médica, servicios de salud ambulatorios 
y hospitalarios, medicamentos y otros insumos asociados a la población objetivo a través de sus 
unidades de salud y hospitales; 
Artículo 5. El IMSS-BIENESTAR rige su organización, funcionamiento y operación conforme a este 
decreto, a la Ley General de Salud, a la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, a la Ley Federal 
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a su Estatuto Orgánico, a sus respectivos 
reglamentos y demás normativa aplicable.
Para garantizar la calidad del Modelo de Atención a la Salud para el Bienestar, el IMSSBIENESTAR 
se sujetará a las disposiciones de las normas oficiales mexicanas aplicables, así como a los 
protocolos, guías y lineamientos de atención que emitan la Secretaría de Salud y, en su caso, del 
Instituto Mexicano del Seguro Social.
19 “Artículo 3. El Instituto proporcionará los servicios médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y 
hospitalarios a los derechohabientes que señalan los artículos 84 y 109 de la Ley, a los familiares 
adicionales a que se refiere el artículo 242 y los asegurados en los ramos de cesantía en edad 
avanzada y vejez, en los supuestos que establecen los artículos 154 y 162 del mismo 
ordenamiento. 
Artículo 4. Para otorgar las prestaciones médicas a la población derechohabiente, el Instituto 
dispondrá de un sistema de unidades médicas organizadas en tres niveles de atención: I. Primer 
Nivel de Atención. Lo constituyen las unidades de medicina familiar en donde se otorga atención 
médica integral y continua al paciente; II. Segundo Nivel de Atención. Lo constituyen los hospitales 
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Médicas del propio instituto el proporcionar los servicios médicos, quirúrgicos, 
farmacéuticos y hospitalarios a los derechohabientes.

De la intelección de dichos numerales, se observa que a fin de 
proporcionar los servicios de salud prestados por el Instituto Mexicano del Seguro 
Social tratándose de personas afiliadas al servicio de seguridad social, la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos 
asociados, éste requerirá la participación de todas las instituciones del Sistema 
Nacional de Salud y los servicios hospitalarios se brindarán a través de Unidades 
de Medicina Familiar (primer nivel de atención); Hospitales Generales de 
Subzona, Zona y Regionales (segundo nivel); y Unidades Médicas de Alta 
Especialidad (tercer nivel).

Por su parte, el artículo 13920 del Reglamento Interior de Instituto 
Mexicano del Seguro Social, dispone que las delegaciones, hoy Órganos de 
Operación Administrativa Desconcentrada, son las directamente responsables de 
la operación de los servicios institucionales.

Sin que del contenido de dichos ordenamientos se advierta alguna 
obligación directa por parte de las autoridades responsables Coordinador 
Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social Bienestar en San Luis 
Potosí y Director del Hospital Regional de Alta Especialidad “Doctor Ignacio 
Morones Prieto” de brindar la atención médica a la quejosa.

Conclusión.
Por tanto, del marco normativo expuesto, es dable concluir que la 

obligación de proporcionar la atención médica requerida por la parte quejosa con 
motivo de sus padecimientos no recae directamente en el Coordinador Estatal 
del Instituto Mexicano del Seguro Social Bienestar en San Luis Potosí y 
Director del Hospital Regional de Alta Especialidad “Doctor Ignacio 
Morones Prieto”, sino en el hospital en que se atiende.

Por tal motivo, debe considerarse inexistente la omisión que se atribuye 
a las autoridades en cita, pues con base en su organización interna tal obligación 
recae directamente en los hospitales correspondientes.

Decisión. 
En consecuencia, al ser inexistente la omisión que se atribuye al 

Coordinador Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social Bienestar en 
San Luis Potosí y Director del Hospital Regional de Alta Especialidad 
“Doctor Ignacio Morones Prieto”, se sobresee en el presente juicio de amparo 
con relación al acto cuya inexistencia se analizó, de acuerdo con lo dispuesto por 
el artículo 63, fracción IV21 de la Ley de Amparo22.

generales de subzona, zona o regionales en donde se atiende a los pacientes, remitidos por los 
servicios de los distintos niveles de atención, de acuerdo a la zona que les corresponda, para 
recibir atención diagnóstica, terapéutica y de rehabilitación, de conformidad a la complejidad de su 
padecimiento, y III. Tercer Nivel de Atención. Lo constituyen las Unidades Médicas de Alta 
Especialidad, que cuentan con la capacidad tecnológica y máxima resolución diagnóstica 
terapéutica. En este nivel se atiende a los pacientes que los hospitales del segundo nivel de 
atención remiten, o por excepción los que envíen las unidades del primer nivel, de conformidad con 
la complejidad del padecimiento. Para efectos del otorgamiento de los servicios, los niveles de 
atención señalados en las fracciones I y II, se integrarán en las Áreas Médicas que correspondan.
Artículo 5. Para efecto de recibir atención médica, integral y continua, el Instituto asignará a los 
derechohabientes su unidad médica de adscripción y médico familiar, acorde a la estructuración de 
los servicios establecida en el Área Médica correspondiente. El Instituto otorgará atención médica 
de urgencia al derechohabiente en cualquiera de sus unidades médicas que cuenten con este 
servicio, independientemente de su adscripción, hasta su estabilización, egreso o posibilidad de 
traslado o referencia a la unidad que, por la complejidad de su padecimiento y por la zonificación de 
los servicios, le corresponda.”

20 Artículo 139. Las delegaciones del Instituto serán las directamente responsables de la operación 
de los servicios institucionales, excepto los encomendados a las Unidades Médicas de Alta 
Especialidad. Asimismo, establecerán la coordinación necesaria entre sus diferentes áreas, y 
proporcionarán a las unidades que las conforman los presupuestos y recursos necesarios para que 
éstas puedan cumplir de manera eficiente con las metas fijadas en los programas de trabajo.
21 Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando: […].
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CUARTO. Certeza de los actos reclamados. 
Para efectos de esta sentencia, debe tenerse por cierto el acto 

reclamado a la autoridad responsable a la Dirección del Hospital General de 
Soledad de Graciano Sánchez, no obstante que lo haya negado en su informe 
justificado, pues del mismo se advierte que a la quejosa le fueron prescritas 
sesiones de hemodiálisis correspondientes para atender su padecimiento de 
************* ***** ********

CUARTO. Causales de improcedencia. 
Al no advertirse de oficio la actualización de diversa causal de 

improcedencia del presente juicio de amparo, lo procedente es emprender el 
estudio de las cuestiones de fondo planteadas en el escrito inicial de demanda.

QUINTO. Estudio del asunto. 
La parte quejosa, a través de sus conceptos de violación, sostiene, en 

esencia, que las autoridades responsables se encuentran vulnerando su derecho 
a la salud contenido en el artículo 4 constitucional; en razón de que han sido 
omisas en otorgarle la atención médica integral, oportuna, debida y urgente que 
requiere, particularmente de programar y realizar las dos sesiones de 
hemodiálisis que necesita para atender su padecimiento de  ************* ***** 
*******.

Calificación.
Los motivos de inconformidad planteados son fundados.

Marco constitucional
El dispositivo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en el aspecto que interesa, establece lo siguiente:

“Artículo 4o. 
[…]
Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La 

Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios 
de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las 
entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a 
lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución.

[…]”.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado en 
reiteradas ocasiones acerca del derecho a la salud tutelado por el artículo 4 
constitucional, estableciendo, en lo que interesa lo siguiente23:

El derecho a la salud no se limita a prevenir y tratar una enfermedad, sino 
que atento a la propia naturaleza humana, va más allá, en tanto comprende 
aspectos externos e internos, como el buen estado mental y emocional del 
individuo; es decir, se traduce en la obtención de un determinado bienestar 

IV. De las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto 
reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia constitucional.

22 Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 284 sustentada por el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, de rubro: “INFORME JUSTIFICADO. NEGATIVA DE LOS ACTOS 
ATRIBUIDOS A LAS AUTORIDADES”.
23 "DERECHO A LA SALUD. NO SE LIMITA AL ASPECTO FÍSICO, SINO QUE SE 
TRADUCE EN LA OBTENCIÓN DE UN DETERMINADO BIENESTAR GENERAL". 
(Localizable en la página 6, Tomo XXX, Diciembre de 2009, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Materia Constitucional, Novena Época, registro 165826).
"DERECHO A LA SALUD. IMPONE AL ESTADO LAS OBLIGACIONES DE 
GARANTIZAR QUE SEA EJERCIDO SIN DISCRIMINACIÓN ALGUNA Y DE ADOPTAR 
MEDIDAS PARA SU PLENA REALIZACIÓN". (Localizable en la novena Época, registro 
161333, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIV, Agosto de 
2011). 
"DERECHO A LA SALUD. SU TUTELA A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO". 
(Localizable en la página 32, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, registro 161330).
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general integrado por el estado físico, mental, emocional y social de la 
persona, del que deriva un derecho fundamental más, consistente en el 
derecho a la integridad físico-psicológica.

Del artículo 4 constitucional, que establece que toda persona tiene 
derecho a la salud, derivan una serie de estándares jurídicos de gran relevancia. 
El Estado Mexicano ha suscrito convenios internacionales que muestran el 
consenso internacional en torno a la importancia de garantizar al más alto nivel 
ciertas pretensiones relacionadas con el disfrute de este derecho. La realización 
progresiva del derecho a la salud a lo largo de un determinado periodo no priva 
de contenido significativo a las obligaciones de los Estados, sino que les impone 
el deber concreto y constante de avanzar lo más expedita y eficazmente posible 
hacia su plena realización.

Si bien para la justiciabilidad del derecho a la salud en el juicio de amparo 
es menester constatar que se invoque la violación de un derecho fundamental 
que incorpora pretensiones jurídicas subjetivas y que la invasión al derecho que 
se denuncia represente un tipo de vulneración remediable por dicha vía, lo cierto 
es que ello no permite descartar que, en ciertas ocasiones, dar efectividad al 
amparo implica adoptar medidas que colateral y fácticamente tengan efectos 
para más personas que las que actuaron como partes en el caso concreto, 
siempre y cuando tales efectos tengan una relación fáctica o funcional con los de 
las partes.

De acuerdo con lo anterior, el derecho a la salud previsto en el numeral 4 
constitucional, puede entenderse como la obligación del Estado de establecer los 
mecanismos necesarios para que todas las personas tengan acceso a los 
servicios de salud encaminados a la obtención de un determinado bienestar 
general integrado por el estado físico, mental, emocional y social de la persona, 
del que deriva un derecho fundamental más, consistente en el derecho a la 
integridad físico-psicológica. 

Se trata de un derecho complejo que despliega una amplia serie de 
posiciones jurídicas fundamentales para los particulares y para el Estado, en el 
entendido que la protección de la salud y el desarrollo de los correspondientes 
sistemas sanitarios asistenciales es una de las tareas fundamentales de los 
Estados democráticos contemporáneos y representa una de las claves del estado 
de bienestar.

Así, la salud es una meta prioritaria en sí misma y, a su vez, es el pilar 
estratégico para que existan otras prerrogativas, ya que las posibilidades de que 
sean capaces los individuos para desplegarlas como tales, dependen de los 
logros en salud, en tanto un estado de bienestar general resulta indispensable 
para poder ejercer el resto de los derechos humanos que tutela la Constitución 
Federal y, en consecuencia, para poder llevar una vida digna.

La plena realización del derecho humano a la salud es uno de los 
requisitos fundamentales para que las personas puedan desarrollar otros 
derechos y libertades de fuente constitucional y convencional, por lo que la 
prosecución de la justicia social no puede ignorar el papel de la salud en la vida 
humana y en las oportunidades de las personas para alcanzar una vida sin 
enfermedades y sufrimientos que se resulten evitables o tratables y, sobre todo, 
evitar una mortalidad prematura.

Ahora, es importante señalar que el derecho a la salud se encuentra 
consagrado en diversos instrumentos internacionales suscritos por el Estado 
mexicano, a saber:

“Declaración Universal de Derechos Humanos
Artículo 25. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el 
bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la 
asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene 
asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, 
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enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de 
sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de 
su voluntad”.

“Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales

Artículo 12. (…) 
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho 
de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud 
física y mental.  […]  2. Entre las medidas que deberán adoptar los 
Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de 
este derecho, figurarán las necesarias para: […] a) La reducción de 
la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de 
los niños; […] b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la 
higiene del trabajo y del medio ambiente; […] c) La prevención y el 
tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, 
profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; […] d) La 
creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y 
servicios médicos en caso de enfermedad”.

De lo expuesto, se pone de manifiesto que la protección a la salud es un 
derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás 
derechos humanos. 

Así, como que todo ser humano tiene derecho al disfrute del más alto 
nivel posible de salud que le permita vivir dignamente. 

La efectividad del derecho a la salud se puede alcanzar mediante 
numerosos procedimientos complementarios, como la formulación de políticas en 
materia de salud, la aplicación de los programas de salud elaborados por la 
Organización Mundial de la Salud (OMS) o la adopción de instrumentos jurídicos 
concretos. Además, el derecho a la salud abarca determinados componentes 
aplicables en virtud de la ley.

De modo que el concepto del “más alto nivel posible de salud”, a que se 
hace referencia en el párrafo 1 del artículo 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, tiene en cuenta tanto las 
condiciones biológicas y socioeconómicas esenciales de la persona como los 
recursos con que cuenta el Estado. 

Existen diversos aspectos que no pueden abordarse únicamente desde el 
punto de vista de la relación entre el Estado y los individuos; en particular, un 
Estado no puede garantizar la buena salud ni puede brindar protección contra 
todas las causas posibles de la mala salud del ser humano.

Así, los factores genéticos, la propensión individual a una afección y la 
adopción de estilos de vida malsanos o arriesgados suelen desempeñar un papel 
importante en lo que respecta a la salud de la persona. 

Por tanto, el derecho a la protección de la salud debe entenderse 
como un derecho al disfrute de toda una gama de facilidades, bienes, 
servicios y condiciones necesarios para alcanzar el más alto nivel posible 
de salud. 

En esa tesitura, el derecho a la salud es un derecho inclusivo, que no sólo 
abarca la atención de salud oportuna o apropiada, sino también los principales 
factores determinantes de la salud, como el acceso a los servicios de salud que 
debe proporcionar el Estado.

Al respecto, la Observación General número 14 del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, 
establece cuatro criterios con respecto a los cuales se puede evaluar el respeto 
del derecho a la salud:
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a) Disponibilidad. Deberá haber un número suficiente de 
establecimientos, bienes y servicios públicos de salud y centros de atención de la 
salud, así como de programas.

b) Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y servicios de salud 
deben ser accesibles a todos, sin discriminación alguna, dentro de la jurisdicción 
del Estado Parte. La accesibilidad presenta cuatro dimensiones presupuestas:

- No discriminación (los establecimientos, bienes y servicios de salud 
deben ser accesibles a todas las personas, de hecho y de derecho, sin 
discriminación alguna por cualquiera de los motivos prohibidos).

- Accesibilidad física (los establecimientos, bienes y servicios de salud 
deberán estar al alcance geográfico de todos los sectores de la población, en 
especial los grupos vulnerables o marginados, como las minorías étnicas y 
poblaciones indígenas, las mujeres, los niños, los adolescentes, las personas 
mayores, las personas con discapacidad y las personas con VIH/SIDA, inclusive 
en las zonas rurales).

- Accesibilidad económica (los establecimientos, bienes y servicios de 
salud deberán estar al alcance de todos, los pagos por atención de la salud y 
servicios relacionados con los factores determinantes básicos de la salud 
deberán basarse en el principio de equidad, a fin de asegurar que esos servicios, 
sean públicos o privados, estén al alcance de todos).

- Acceso a la información (el acceso a la información comprende el 
derecho de solicitar, recibir y difundir información e ideas acerca de las 
cuestiones relacionadas con la salud. Con todo, el acceso a la información no 
debe menoscabar el derecho de que los datos personales relativos a la salud 
sean tratados con confidencialidad).

c) Aceptabilidad. Todos los establecimientos, bienes y servicios de salud 
deberán ser respetuosos de la ética médica, culturalmente apropiados y 
sensibles a los requisitos del género y el ciclo de vida, y deberán estar 
concebidos para respetar la confidencialidad y mejorar el estado de salud de las 
personas de que se trate. 

d) Calidad. Los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán ser 
apropiados desde el punto de vista científico y médico y ser de buena calidad, 
para ello se requiere entre otras cosas, personal médico capacitado, 
medicamentos y equipo hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, 
agua limpia potable y condiciones sanitarias adecuadas.

De modo que si el Estado Mexicano suscribió convenios internacionales 
que muestran el consenso internacional en torno a la importancia de garantizar, 
al más alto nivel, ciertas pretensiones relacionadas con el disfrute del derecho a 
la salud, y existen documentos que las desarrollan en términos de su contenido y 
alcance, es inconcuso que se tiene la obligación de proteger, respetar y cumplir 
progresivamente el derecho a la salud y no admitir medidas regresivas en su 
perjuicio, absteniéndose de denegar su acceso, garantizándolo en igualdad de 
condiciones y sin condicionamiento alguno, debiendo reconocer en sus 
ordenamientos jurídicos, políticas y planes detallados para su ejercicio, tomando, 
al mismo tiempo, medidas que faciliten el acceso de la población a los servicios 
de salud, es decir, este ordenamiento incluye no solamente la obligación estatal 
de respetar, sino también la de proteger y cumplir o favorecer este derecho. 

Finalmente, es destacable que la entonces Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, ha sustentado que la ejecución material de un 
acto reclamado no atiende solamente a su contenido -en el sentido de que 
establezca una orden, un mandato, el cumplimiento o la prohibición de llevar a 
cabo algo-, sino que también comprende los alcances materiales que tuviera o 
llegara a producir en el mundo fáctico o real.
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Así, la omisión de la autoridad de brindar atención médica integral 
(practica de estudios, intervención quirúrgica y otorgamiento de tratamiento 
adecuado) constituye un acto negativo con efectos positivos, pues produce una 
afectación que trasciende a la materialidad, ante la alteración o agravamiento de 
su estado de salud, por lo que posee el atributo de ser ejecutable materialmente.

Caso concreto
La parte quejosa reclama de la autoridad responsable la omisión de 

brindarle el tratamiento médico consistente en dos hemodiálisis por 
semana que requiere para su padecimiento de enfermedad  ***** *******, 
así como la omisión de otorgarle la atención médica para dicho 
padecimiento incluyendo medicamentos.

Ahora bien, de las manifestaciones realizadas por la persona quejosa en 
la demanda de amparo, constancias allegadas al juicio y de lo expuesto por el 
Encargado del Despacho de los Asuntos Inherentes a la Dirección del Hospital 
General de Soledad de Graciano Sánchez, al rendir sus informes 
correspondientes, se advierte lo siguiente:

1. La directa quejosa es paciente del Hospital General de Soledad, con 
número de expediente  ****** y cuenta con diagnóstico de  ********** ***** 
*******, ************ ******** * ******** ********.

2. Después de diversas valoraciones, en mayo del año en curso la 
quejosa fue referida al servicio de nefrología, donde le ordenaron como 
tratamiento la colocación de  ******* y la realización de dos  ******** ** 
************ de manera semanal, a efecto de atender su padecimiento de 
************* ***** ******* , tratamiento que señalaron era necesario para que 
pudiera seguir con su vida.

3. Ante la falta de lugar en el Hospital General de Soledad para realizar 
las sesiones de hemodiálisis que requería, la parte quejosa recurrió a la medicina 
privada para llevar a cabo sus sesiones de hemodiálisis.

5. La quejosa refiere que posteriormente acudió al Centro Estatal de 
Hemodiálisis, donde le refirieron que tampoco contaban con lugar para atenderla.

6. Asimismo, indica que el Hospital General también le negó la entrega de 
los medicamentos que requiere para atender sus padecimientos.

7. Señala que actualmente se ve imposibilitada para seguir atendiéndose 
de manera privada, debido a que sus posibilidades económicas se encuentra 
limitadas.

8. Posteriormente, con motivo de la suspensión de plano decretada, la 
autoridad responsable informó que el veintiocho de julio de este año, se agendó a 
la quejosa una sesión de hemodiálisis; asimismo, que la referida paciente debería 
de presentarse en ese nosocomio en trabajo social, para realizar las gestiones 
necesarias.

 8. Luego, por auto de veintiocho de agosto de dos mil veintiséis, se 
recibió el oficio del Encargado del Despacho de los asuntos inherentes al 
Director del Hospital General de Soledad de Graciano Sánchez, en el que 
informó que a la quejosa se le programaron dos sesiones de hemodiálisis por 
semana, martes y viernes a las veintitrés horas, las cuales se realizarán en la 
Unidad Estatal de Hemodiálisis.

Circunstancias que deben tenerse plenamente probadas al no ser hechos 
controvertidos por las partes y por el contrario, se corroboran de las 
documentales que la propia persona quejosa y las autoridades responsables 
acompañaron a este juicio constitucional.

N
E

FT
A

L
Í A

L
E

JA
N

D
R

O
 G

A
R

C
ÍA

 SÁ
N

C
H

E
Z

706a6620636a663300000000000000000001751c
11/05/29 13:00:04

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado Juicio de amparo 1244/2026-III

41





De lo narrado, se puede apreciar que en la actualidad la parte quejosa 
requiere dos sesiones de tratamiento de ************ por semana para mejorar 
su estado de salud.

Sin embargo, como se indicó, si bien la autoridad responsable al rendir su 
correspondiente informe sostuvo, en esencia, que la quejosa ya se encuentra 
recibiendo las sesiones de hemodiálisis que requiere, lo cierto es que ello fue 
con motivo de la medida cautelar decretada por este juzgado, pues la 
demanda fue presentada el veintidós de julio de dos mil veintiséis y las sesiones 
fueron fijadas posteriormente.

Conclusión.
Con base en lo expuesto, como quedó precisado en párrafos anteriores, 

las autoridades del Estado Mexicano están constreñidas a brindar la atención 
médica a los gobernados, la cual debe entenderse por el hecho de proporcionar 
el disfrute de toda una gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones 
necesarias para alcanzar el más alto nivel posible de salud, siendo necesario 
brindar una atención integral en cada caso particular.

Entonces, entendiendo que las autoridades pertenecientes al Estado 
Mexicano deben establecer políticas y planes de acción destinados a que todas 
las personas tengan acceso a la atención a la salud en el plazo más breve 
posible, con el propósito de materializar y hacer efectivas las obligaciones 
contraídas por éste en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, consistentes en adoptar “las medidas apropiadas para dar plena 
efectividad al derecho universal a disfrutar del más alto nivel posible de 
salud física y mental”, la autoridad responsable tiene el deber de otorgar a la 
solicitante de amparo la atención médica oportuna e integral que sea acorde a 
su padecimiento.

Lo anterior permite concluir a este juzgador que la autoridad responsable 
no demostró que hubiese brindado oportunamente a la parte quejosa  ****** 
******** ****** la atención médica que requería, consistente en dos sesiones 
de ************ a la semana, a efecto de lograr la plena efectividad del derecho 
humano, al nivel más alto posible, de salud.

Ello, puesto que lo que se revela del informe y manifestaciones realizadas 
por la autoridad responsable es que con motivo de la suspensión otorgada por 
este órgano de control constitucional, fue que le fijaron sesiones de tratamiento 
de ************.

Pero ello no es suficiente para determinar que el derecho humano que le 
fue violado y que ocasionó que promoviera este amparo se encuentre resarcido, 
en tanto debe contarse con prueba que acredite haberse colmado la necesidad 
médica de la quejosa.

Además, resulta importante mencionar que tal como lo sostuvo la 
entonces Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver 
el amparo en revisión 227/202024, las responsables cometieron una omisión de 
naturaleza administrativa en función de su obligación de garantizar su derecho 
humano a la salud, en concreto, de tomar medidas para la correcta atención e 
intervención que requiere la parte quejosa, así como de la entrega del 
medicamento respectivo, cuyo retraso puede generar consecuencias graves a la 
salud individual y pública.

De igual manera, como lo determinó la referida Sala, se estima que las 
autoridades responsables también incumplieron con su obligación concreta y 
constante de avanzar de la manera más expedita y eficaz posible hacia la 
realización del derecho a salud de la parte quejosa —medidas de carácter 
progresivo—, pues no demostraron haber adoptado todas las medidas a su 

24Cuya resolución en versión publica puede ser consultada en: 
https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/documento_dos/2020-11/AR-227-2020-
201105.pdf 
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alcance, hasta el máximo de los recursos de los que disponen, para lograr 
otorgar la atención médica solicitada25.

Por lo que la restitución de ese derecho acontecerá cuando se constituya 
a favor de la parte quejosa el beneficio que consista en brindarle el tratamiento 
necesario y adecuado para sus padecimientos, a partir del concepto del “más alto 
nivel posible de salud”, que orilló a promover esta acción de amparo, tal como lo 
establece el artículo 4° de la Constitución Federal.

SEXTO. Efectos.
En el contexto señalado, se encuentra acreditada la transgresión al 

derecho humano a la salud previsto en los artículos 4° de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 25 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales y, por ende, es necesario conceder el amparo y protección de la 
justicia de la unión a la parte quejosa ****** ******** ******, para que la 
autoridad responsable Director del Hospital General de Soledad, así como la 
Unidad Estatal de Hemodiálisis –en calidad de autoridad vinculada al 
cumplimiento de la sentencia–, en el respectivo ámbito de sus atribuciones, 
realicen lo siguiente:

1. Provean de forma oportuna, permanente y constante a la parte quejosa, 
mientras lo requiera, sin interrupciones, el tratamiento médico que necesita para 
su tratamiento relativo a los padecimientos que cursa -************* ***** *******-. 

Esto, de conformidad con su estado de salud, así como sus 
requerimientos médicos y clínicos; proporcionándole los tratamientos y 
entregándole los medicamentos adecuados, ya sean originales o genéricos que 
conserven la biodisponibilidad y bioequivalencia para su efectividad.

En el entendido que de carecer de los recursos necesarios para su 
entrega, deberán de demostrar que han utilizado todos los recursos que están a 
su disposición para lograr dicho abastecimiento.

2. Garanticen con carácter prioritario el derecho humano a la salud de la 
parte quejosa, de tal manera que se cumpla con la secuencia continua de 
prevención, tratamiento, atención y apoyo en función de sus padecimientos, 
justificando, en todo momento, haber agotado todos los recursos de los que 
dispone para lograr su efectividad.

En el entendido de que el suministro del medicamento y el tratamiento 
que se requiere, así como las cuestiones inherentes a estos deberán ser hasta 
en tanto que, derivado de la valoración periódica a la que se encuentre sujeto 
conforme a su padecimiento, un especialista del Instituto Mexicano del Seguro 
Social, bajo su más estricta responsabilidad, disponga lo opuesto, esto es, que ya 
no persiste el estado de enfermedad.

3. Es necesario precisar que por tratarse de una prestación periódica y 
permanente, para efectos de cumplir con la ejecutoria de amparo, bastará 
con que las autoridades responsables hagan posteriormente el 
pronunciamiento en el sentido de que acatarán este fallo, con 
independencia de que en lo sucesivo, deberán proporcionar el tratamiento a 
la quejosa en los términos expuestos, así como que quedan expeditos los 
derechos de ésta para denunciar ante este juzgador, en cualquier tiempo, la 
repetición en el que incurra la institución.

Es aplicable a la tesis 1a. XIII/2021 de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y texto son: 

“DERECHO HUMANO A LA SALUD. LA ASISTENCIA 
MÉDICA Y EL TRATAMIENTO A LOS PACIENTES USUARIOS 

25 Tal como se advierte de los párrafos 232 y 235 el engrose en versión pública y 245 y 
248 del engrose oficial.
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



DE ALGUNA INSTITUCIÓN QUE INTEGRE EL SISTEMA 
NACIONAL DE SALUD, DEBEN GARANTIZARSE DE FORMA 
OPORTUNA, PERMANENTE Y CONSTANTE. Hechos: Una 
persona promovió juicio de amparo indirecto en contra de la 
omisión de un Hospital Regional del Instituto Mexicano del Seguro 
Social (IMSS) de entregarle oportunamente el medicamento que 
requiere para el control de la enfermedad que padece. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que las autoridades del Estado que 
se encuentren directamente obligadas a garantizar el derecho 
humano a la salud deben brindar asistencia médica y tratamiento a 
sus pacientes usuarios de forma oportuna, permanente y constante; 
este último, además, debe ser entregado tomando en cuenta su 
estado de salud, así como sus requerimientos médicos y clínicos, 
tomando particular importancia cuando se trata de padecimientos 
en los que el éxito del tratamiento dependa, principalmente, del 
óptimo cumplimiento en la toma de medicamentos, es decir, en 
aquellos casos en los que la adherencia deficiente al tratamiento 
sea determinante para la progresión de la enfermedad. 

Justificación: Ello, pues la lucha contra las enfermedades, 
en términos amplios, representa la práctica de esfuerzos 
individuales y colectivos del Estado para facilitar la creación de 
condiciones que aseguren a las personas asistencia y servicios 
médicos, lo cual no se limita al acceso igual y oportuno a los 
servicios de salud básicos preventivos, curativos y de rehabilitación, 
sino también al tratamiento apropiado de enfermedades, 
afecciones, lesiones y discapacidades. Esto como parte del 
estándar de protección del derecho humano a la salud, reconocido 
en los artículos 4o., párrafo cuarto, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 25 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 5 de la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial, 11 y 12 de la Convención sobre la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer y 
24 de la Convención sobre los Derechos del Niño.”26

Por lo expuesto y fundado y con apoyo además en los artículos 73 al 79, 
117, 119 y 124, de la Ley de Amparo, se resuelve:

PRIMERO. Se SOBRESEE el juicio de amparo promovido por  ****** 
******** ******, contra actos del Coordinador Estatal del Instituto Mexicano 
del Seguro Social Bienestar en San Luis Potosí y Director del Hospital Regional 
de Alta Especialidad “Doctor Ignacio Morones Prieto”, en términos del 
considerando tercero de esta sentencia. 

SEGUNDO. La JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA Y PROTEGE a 
****** ******** ******, respecto de los actos atribuidos al Director del 
Hospital General de Soledad, así como a la Unidad Estatal de Hemodiálisis –
en calidad de autoridad vinculada al cumplimiento de la sentencia–, por los 
razonamientos y efectos expuestos en el considerando quinto de esta 
determinación.

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma Diego Galeana Jiménez, Juez Cuarto de Distrito en el 
Estado de San Luis Potosí, asistido de Neftalí Alejandro García Sánchez, secretario con 
quien actúa y da fe..”

Lo que transcribo a usted para su conocimiento y fines legales 
consiguientes.

26 Registro digital 2022890.
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Protesto a usted mi atenta consideración.
San Luis Potosí, S.L.P., diez de septiembre de dos mil veintiséis.

(FIRMA ELECTRÓNICA)
Neftalí Alejandro García Sánchez

Secretario del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado
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aEl diez de septiembre de dos mil veintiseis, el licenciado Neftalí Alejandro

García Sánchez, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Cuarto de
Distrito en el Estado de San Luis Potosí, hago constar y certifico que en esta
versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


